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I. RESUMEN

1.
El 16 de septiembre de 2007 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió una petición presentada por José Maria Guimarães (“peticionario” o “presunta víctima”) en la cual se alega que la República Federativa de Brasil (“Brasil” o “Estado”) es internacionalmente responsable por la liquidación supuestamente indebida que fue efectuada por el Estado, vinculada a un título ejecutivo judicial (precatório) de la presunta víctima.  El peticionario no especifica los artículos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Convención Americana”), o de otros tratados interamericanos aplicables, que alega han sido violados por el Estado.
2.
El peticionario sostiene que, luego de un proceso “realizado con las garantías judiciales y el debido proceso legal”, el estado de Minas Gerais, a través de su Departamento de Carreteras (“DER” – Departamento de Estradas de Rodagem), fue condenado a pagarle una indemnización laboral.  Así, agrega el peticionario, en consecuencia de la decisión emitida en la acción n. 0024.99.021.777-0, fue emitido a favor de la presunta víctima un título ejecutivo judicial (precatório n. 67/2002), de naturaleza alimentaria, para liquidación en diciembre de 2002.  No obstante, alega el peticionario que el precatório n. 67/2002 no fue pagado oportunamente por falta de recursos financieros del Estado.  En consecuencia, el 18 de junio de 2008, en la “Central de Conciliación de Precatórios” de la ciudad de Belo Horizonte, “se le impuso un acuerdo ilegal/ilegítimo/malicioso, mediante el cual la presunta víctima fue constreñida a realizar un acuerdo concediéndole al DER un descuento de 30% de la deuda, a fin de recibir el monto de R$ 188.417,42 (ciento y ochenta mil, cuatrocientos y diecisiete reais y cuarenta y dos centavos), es decir, 70% del monto debido por el Estado”.  Finalmente, el peticionario resalta que la situación denunciada es objeto de la Acción Rescisoria n. 0289321-79.2010.8.13.0000, interpuesta por él a fin de rescindir la sentencia que homologó el acuerdo referido supra, en virtud de dolo del DER y de ilegalidad, en detrimento de la dignidad de la presunta víctima.
3. El Estado argumenta que los hechos denunciados en la petición “no corresponden a artículo alguno previsto en la Convención Americana”, por lo tanto, la misma debe ser declarada inadmisible en base al artículo 47 de ese tratado.  Por otra parte, el Estado aduce que la petición también es inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos internos, conforme a lo exigido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  El Estado indica que el precatório n. 67, relativo a la indemnización debida por el Estado a la presunta víctima, ya fue debidamente cancelado con el respectivo pago.  Así, agrega el Estado que los motivos de la petición no subsisten, debiendo la CIDH archivar el expediente, en conformidad con los artículos 48.1.b de la Convención Americana y 42.1.a del Reglamento de la Comisión Interamericana.  Brasil resalta que la petición se refería a la falta de pago del respectivo precatório, y que esta situación ya fue resuelta con el debido pago del título ejecutivo.  Respecto del acuerdo alcanzado entre las partes para el pago del precatório con un descuento de 30% de la deuda, Brasil sostiene que ningún acreedor del Estado está obligado a aceptar los acuerdos propuestos para liquidar precatórios.  Finalmente, el Estado observa, a ese respecto, que la legalidad del acuerdo está siendo discutida en el marco de la Acción Rescisoria n. 0289321-79.2010.8.13.0000 interpuesta por el peticionario.
4. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar la petición inadmisible por falta de agotamiento de los recursos de jurisdicción interna.  Asimismo, decide notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA CIDH

5.
La petición fue recibida por la CIDH a través de formulario electrónico el 16 de septiembre de 2007.  El 16 de julio de 2008, la CIDH transmitió las partes pertinentes de la denuncia al Estado.  El Estado dio respuesta a la petición en comunicaciones recibidas los días 20 y 30 de octubre de 2008.  El peticionario envió información adicional el 29 de noviembre de 2008, el 4 de septiembre de 2010, el 10 de abril de 2011, y el 19 de julio de 2011.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.  El Estado sometió información adicional el 20 de diciembre de 2010, el 27 de mayo de 2011, y el 1 de diciembre de 2011.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario.
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de los peticionarios

6.
Preliminarmente, la Comisión Interamericana observa que, conforme a lo señalado infra, durante el trámite sobre la admisibilidad de esta petición, el peticionario cambió los términos de la petición inicialmente enviada, incluso señaló expresamente que “presenta[ba] observaciones a fin de aclarar los términos de la petición anteriormente enviada”
.  En ese sentido, la Comisión Interamericana relatará en seguida la posición del peticionario, conforme a los hechos alegados de manera cronológica, tomando en cuenta la “aclaración” presentada por el peticionario sobre el objeto de su petición; en base a ello, adoptará su decisión sobre la admisibilidad de la misma.
7.
En su petición inicial, presentada el 16 de septiembre de 2007, el peticionario alegó esencialmente 3 hechos que supuestamente caracterizarían violaciones de sus derechos humanos.  En primer lugar, denunció la falta de pago del precatório n. 67, relativo a una deuda en contra del estado de Minas Gerais (a través del DER).  Asimismo, denunció que el Estado habría efectuado el pago de otros precatórios (específicamente de los de n. 75-A, 81, 100 y 101) en su detrimento y supuestamente sin observar el orden de prelación establecido por la Constitución de Brasil, teniendo en cuenta que su precatório – de n. 67 – debería haber sido liquidado previamente a los señalados anteriormente.  Finalmente, el peticionario alegó que interpuso un acción (Reclamação n. 4926) ante el Supremo Tribunal Federal, y que ésta fue rechazada por el referido tribunal mediante decisión del 20 de marzo de 2007.
8.
Posteriormente, a partir de su comunicación del 29 de noviembre de 2008, y reiteradamente a través de sus comunicaciones posteriores (supra párr. 6), el peticionario indicó que su precatório ya había sido liquidado, pero que la referida liquidación fue efectuada por el Estado de manera supuestamente indebida.  Al respecto, el peticionario alegó que, luego de un proceso “realizado con las garantías judiciales y el debido proceso legal”, el estado de Minas Gerais, a través del DER, fue condenado a pagarle una indemnización laboral.  El peticionario agregó que, en consecuencia de la decisión emitida en la acción n. 0024.99.021.777-0, fue emitido a favor de la presunta víctima el precatório n. 67/2002, de naturaleza alimentaria, para liquidación en diciembre de 2002.  No obstante, alegó que el precatório n. 67/2002 no fue pagado oportunamente por falta de recursos financieros del Estado.  Concretamente, el peticionario aclaró a la CIDH que su petición se refería a que, el 18 de junio de 2008, en la “Central de Conciliación de Precatórios” de la ciudad de Belo Horizonte, “se le impuso un acuerdo ilegal/ilegítimo/malicioso, mediante el cual la presunta víctima fue constreñida a realizar un acuerdo concediéndole al DER un descuento de 30% de la deuda, a fin de recibir el monto de R$ 188.417,42 (ciento y ochenta mil, cuatrocientos y diecisiete reais y cuarenta y dos centavos), es decir, 70% del monto debido por el Estado”
.  La alegada coacción sufrida por la presunta víctima, conforme al peticionario, se concretó mediante la amenaza verbal de que “o acepta 70% o no se le paga nada”.
9.
El peticionario sostiene que, en consecuencia de lo anterior, el pago de su precatório se realizó en violación de la legislación de Brasil.  Asimismo, el peticionario resalta que la situación denunciada ante la CIDH – en los términos de las aclaraciones presentadas durante el trámite – es objeto de la Acción Rescisoria n. 0289321-79.2010.8.13.0000, interpuesta por él a fin de rescindir la sentencia que homologó el acuerdo referido supra (párr. 8), en virtud de dolo del DER y de ilegalidad, en detrimento de la dignidad de la presunta víctima, conforme al artículo 485, incisos III y VIII del Código de Proceso Civil de Brasil.
B. Posición del Estado

10.
Preliminarmente, y en forma similar a lo reflejado en la posición del peticionario (supra párr. 6), la CIDH observa que relatará en seguida la posición del Estado, conforme a los hechos alegados, enfocándose en el objeto de la petición según la “aclaración” del mismo realizada por el peticionario.  Respecto de lo alegado por el peticionario en su petición inicial, el Estado resaltó que los hechos denunciados no caracterizaban una violación de los derechos garantizados por la Convención Americana, por tanto la petición era inadmisible, conforme al artículo 47.b de ese tratado.  Específicamente, sobre los 3 alegatos del peticionario (supra párr. 7), el Estado aseveró que no hubo violación del orden de prelación establecido por la Constitución brasileña.  En efecto, el Estado observó que los precatórios de n. 75-A, 81, 100 y 101, eran en realidad “requisiciones de pequeño monto” (requisições de pequeño valor – “RPV”) que, conforme a la Constitución de Brasil (artículo 100, §3), no siguen el mismo orden de prelación de los precatórios relativos a montos superiores al máximo establecido por ley y, consecuentemente, el pago de las RPVs puede ocurrir legal y debidamente antes de un precatório de numeración anterior.  Fue por ello, conforme al Estado, que el Supremo Tribunal Federal rechazó la Reclamação interpuesta por el peticionario.
11.
Posteriormente, a partir de su comunicación del 20 de diciembre de 2010, y reiteradamente a través de sus comunicaciones posteriores, de 27 de mayo y 1 de diciembre de 2011, el Estado informó a la CIDH que el precatório n. 67, relativo a la indemnización debida por el Estado a la presunta víctima, ya había sido debidamente cancelado con el respectivo pago.  En consecuencia, el Estado sostiene que los motivos de la petición no subsisten, y que la CIDH debe archivar el expediente, en conformidad con los artículos 48.1.b de la Convención Americana y 42.1.a de su Reglamento.  En efecto, Brasil resaltó que la petición se refería a la falta de pago del respectivo precatório, y que esta situación ya había sido resuelta con el debido pago del título ejecutivo.

12.
Asimismo, el Estado reiteró que los hechos denunciados en la petición “no corresponden a artículo alguno previsto en la Convención Americana”, por lo tanto, la misma debía ser declarada inadmisible en base al artículo 47 de ese tratado.  Por otra parte, el Estado alegó que la petición también era inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos internos, conforme exigido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Al respecto, el Estado afirmó que el propio peticionario reconoció que la legalidad del acuerdo estaba siendo discutida en el marco de la Acción Rescisoria n. 0289321-79.2010.8.13.0000 interpuesta por el peticionario.  Además, sobre el acuerdo alcanzado entre las partes para el pago del precatório con un descuento de 30% de la deuda, Brasil afirma que ningún acreedor del Estado está obligado a aceptar los acuerdos propuestos para liquidar precatórios durante audiencias de conciliación.
13.
En conclusión, el Estado concluye que la petición debe ser archivada por no subsistir sus motivos, o ser declarada inadmisible por no cumplir con los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana; específicamente los artículos 46.1.a (por falta de agotamiento de los recursos internos) y 47.b (porque los hechos expuestos no caracterizan una violación) del referido instrumento internacional.
IV. ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia

14.
El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la CIDH.  La petición señala como presunta víctima a una persona respecto de quien el Estado se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión Interamericana observa que Brasil es Estado parte en la Convención Americana desde el 25 de septiembre de 1992, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos humanos que habrían tenido lugar dentro del territorio de Brasil, Estado Parte en dicho tratado. La CIDH observa que las alegadas violaciones denunciadas en esta petición se refieren a la liquidación realizada de manera supuestamente indebida del precatório n. 67, el 18 de junio de 2008, cuando la Convención Americana se encontraba vigente para Brasil, consecuentemente la CIDH decide que tiene competencia ratione temporis. Finalmente, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian primordialmente posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B. Agotamiento de los recursos internos

15.
El artículo 46.1.a de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de una petición por la CIDH.  Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando: (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
16.
Preliminarmente, respecto de la falta de pago de precatórios por el Estado, cabe destacar que la CIDH ha decidido reiteradamente que “no existen en la legislación brasileña recursos judiciales efectivos y adecuados para asegurar el pago de los precatórios debidos por el Estado”, y en consecuencia, ha declarado admisibles varias peticiones en base a la excepción prevista en el artículo 46.2.a de la Convención Americana, en lo relativo al agotamiento de los recursos de jurisdicción interna
.  No obstante lo anterior, la CIDH toma nota de que, conforme a la posición de las partes (supra párrs. 6-13), particularmente la “aclaración” presentada por el peticionario posteriormente a la presentación de su petición inicial, éste efectivamente realizó una modificación de los reclamos presentados, una vez que el propio peticionario informó que su precatório ya había sido liquidado (supra párr. 8)
.  Es decir, el objeto de esta petición, respecto del cual la CIDH debe decidir si la misma es admisible o inadmisible, es la alegada liquidación indebidamente realizada mediante un acuerdo de conciliación firmado el 18 de junio de 2008 ante la Central de Conciliación de Precatórios del Tribunal de Justicia de Minas Gerais por los representantes legales de la presunta víctima y del Estado.
17.
Sobre la liquidación de precatórios mediante “acuerdos directos con los acreedores”, la CIDH observa que la materia se encuentra actualmente reglamentada por la Ley Estadual 19.407 del 30 de diciembre de 2010, que “autoriza el Estado de Minas Gerais a liquidar deudas de precatórios judiciales mediante acuerdos directos con sus acreedores” (artículo 1º).  En el ámbito federal, la Enmienda Constitucional No. 62, del 9 de diciembre de 2009, introdujo el artículo 97 al “Acto de Disposiciones Constitucionales Transitorias” (Ato das Disposições Constitucionais Transitórias – “ADCT”) que, en su §8º, III, se refiere al “pago por acuerdo directo con los acreedores”.  La CIDH no deja de notar que la liquidación en cuestión, efectuada el 18 de junio de 2008, es anterior a la normativa referida supra.  Para la época de la liquidación del precatório de la presunta víctima, en el ámbito federal, la Enmienda Constitucional No. 30 del 13 de septiembre de 2000, había introducido el artículo 78 al ADCT, relativo al pago de precatórios judiciales, inclusive con la posibilidad de “cesión de créditos”.  Sobre el mismo tema, en el ámbito estadual, la Ley Estadual 14.699 del 6 de agosto de 2003, establecía en su Sección VI (“De los Precatórios”), artículo 9º, que “el Poder Ejecutivo está autorizado para reglamentar el pago de los precatórios referentes al artículo 78 del Acto de Disposiciones Constitucionales Transitorias de la Constitución de la República”.  Asimismo, la CIDH observa que, según la información disponible, en Minas Gerais fue creada la primera “Central de Conciliación de Precatórios”, a fin de solventar mediante conciliación las deudas acumuladas relativas a precatórios de los órganos del Estado
.  La creación de la Central de Conciliación de Precatórios de Minas Gerais ocurrió mediante la Resolución Nº 417/2003 del Tribunal de Justicia de Minas Gerais, del 26 de junio de 2003, y su implantación concreta se dio a través del Decreto (Portaria) Nº 1477/2003 del 11 de agosto de 2003, del Presidente del Tribunal de Justicia de Minas Gerais.
18.
No es un hecho controvertido que la materia de esta petición es objeto de la Acción Rescisoria n. 0289321-79.2010.8.13.0000, interpuesta por el peticionario a fin de rescindir la sentencia que homologó el acuerdo de conciliación del 18 de junio de 2008, firmado entre el peticionario y el Estado (supra párrs. 9 y 12).  Tampoco es un hecho controvertido que dicha Acción Rescisoria se encuentra pendiente de una decisión definitiva.  Asimismo, la CIDH observa que no hay información ni documentos en el expediente que indiquen que los recursos de la jurisdicción interna hayan sido agotados, en lo concerniente a la materia de esta petición.  Por otra parte, la información aportada por las partes no permite aplicar ninguna de las excepciones previstas en el artículo 46.2 de la Convención Americana.
19.
En consecuencia, la CIDH  considera que el peticionario no agotó los recursos de la jurisdicción interna, conforme a lo exigido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana. La Comisión Interamericana se abstiene, por sustracción de la materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad contemplados en la Convención Americana
.
V. CONCLUSIONES

20.
La CIDH concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario, y que la petición es inadmisible, de conformidad con los artículos 46.1.a y 47.a de la Convención Americana. En consecuencia,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:
1.
Declarar inadmisible la presente petición por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana;
2.
Notificar esta decisión al Estado y al peticionario;
3.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Comunicación del peticionario recibida por la CIDH el 19 de julio de 2011 (Traducción libre del portugués original: apresentar observações no sentido de esclarecer os termos da petição anteriormente enviada).


� Comunicación del peticionario recibida por la CIDH el 19 de julio de 2011 (Traducción libre del portugués original: foi imposto ao peticionário um acordo ilegal/ilegítimo/maldoso, no qual o peticionário foi coagido a realizar um acordo no qual concedeu ao DER um desconto de 30% sobre o valor que lhe pertencia por direito, como forma de receber o valor de R$ 188.417,42, ou seja, 70% do valor que lhe era devido).


� Véase, al respecto, CIDH, Informe No. 144/11, Admisibilidad, Petición 1050-06, Pedro Stábile Neto y otros funcionarios del Municipio de Santo André (Precatórios), Brasil, 31 de octubre de 2011, párr. 26.  Veáse, asimismo, las siguientes decisiones per curiam de la Comisión Interamericana: Informe No. 145/11, Petición 1140-04, Clélia de Lourdes Goldenberg y Rita de Cassia da Rosa (Precatórios), Brasil, 31 de octubre de 2011, párr. 17; e Informe No. 10/12, Petición 341-01, Márcio Manoel Fraga y Nancy Victor da Silva, (Precatórios), Brasil, 20 de marzo de 2012, párr. 16. 


� La CIDH también observa que, conforme a la prueba obrante en autos, la liquidación del precatório de la presunta víctima está cabalmente confirmada (Véase Anexo de la comunicación del peticionario de 4 de septiembre de 2010 – Termo de Audiência perante a Central de Conciliação de Precatórios – CEPREC). Dicho documento comprueba que, el 18 de junio de 2008, los abogados del peticionario/presunta víctima, tras presentar los debidos poderes para realizar acuerdos, recibir y liquidar, conforme a lo exigido por la normativa vigente, firmaron un acuerdo de conciliación a fin de realizar el pago al acreedor José Maria Guimarães, en razón de un descuento de 30% en el monto debido, de R$ 188.417,42 (numeral 25 del referido Termo de Audiência perante a Central de Conciliação de Precatórios – CEPREC).


� Véase, al respecto, la información publicada por el Tribunal de Justicia de Minas Gerais, disponible en � HYPERLINK "http://ftp.tjmg.jus.br/presidencia/central_precatorios/" ��http://ftp.tjmg.jus.br/presidencia/central_precatorios/�.


� Véase, inter alia, CIDH, Informe No. 135/09, Inadmisibilidad, Petición 291-05, Jaime Salinas Sedó y otros, Perú, 12 de noviembre de 2009, párr. 37; Informe No. 42/09, Inadmisibilidad, Petición 443-03, David José Ríos Martínez, Perú, 27 de marzo de 2009, párr. 38; Informe No. 73/99, Inadmisibilidad, Caso 11.701, Ejido "Ojo de Agua", México, 4 de mayo de 1999. 
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